	Fecha
	13 de marzo de 1944
	Sesión número
	13

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Guillermo Meza Castro

	Recurrido: Juzgado de Trabajo de Alajuela

	Objeto del recurso: El recurrente objeta el apremio corporal dictado en su contra.

	Respuesta del recurrido: El recurrente está denunciado por incumplir un contrato laboral.

	Parte dispositiva
	Con lugar (no procede el apremio, por no apoyarse en una ley que la autorice de forma clara e indudable). 


N° 13
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del trece de marzo de mil novecientos cuarenta y cuatro, con asistencia de los señores Magistrados: Guardia Quirós (Presidente), Solórzano, Vargas Pacheco, Guzmán, Herrera, Sanabria, Moya, Guier, Alfaro, Iglesias, Saborío, Sánchez, González y Ramírez.
Artículo IV
Se dio lectura al recurso de Hábeas Corpus interpuesto por GUILLERMO MEZA CASTRO, fundado en que contra él fueron tramitados ante el Juzgado de Trabajo de Alajuela diligencias a solicitud de Ramón Loría Molina, por falta de pago de una suma d dinero a que fue condenado por concepto de omisión de preaviso y de auxilio de cesantía; que el Alcalde Segundo de dicha ciudad, quien actuaba como Juez por ministerio de la ley, tuvo a bien decretar el apremio corporal en su contra, a fin de hacer efectivo por esa vía el pago de la suma de dinero respectiva; que se alega, para ordenar su arresto, que la deuda procede de salarios y que está en el caso del artículo 576 del Código de Trabajo; que tal afirmación es inexacta, ya que de la certificación de la sentencia que acompaña consta que fue condenado a pagar una indemnización por falta de cumplimiento del contrato d trabajo, y según el artículo 34 del Código de la materia, “La falta de cumplimiento del contrato de trabajo sólo obliga a los que en ella incurran a la responsabilidad económica respectiva, sin que en ningún caso pueda hacerse coacción contra las personas”; que por otra parte, las sumas que deban pagarse por concepto de falta de preaviso y de auxilio de cesantía, no corresponden a ningún trabajo prestado, constituyendo ellas únicamente una indemnización que la ley señala a favor del trabajador; que el artículo 162 del Código ibídem equipara el término salario al de sueldo, siendo este otro motivo para considerar que tales indemnizaciones no constituyen retribución por los servicios prestados; y que por lo expuesto se deduce que se ha usado indebidamente el término apremio corporal para que en esa forma encubierta se pretenda restringir su libertad con una detención bajo todo concepto ilegal. Previa deliberación, se resolvió: declarar con lugar el recurso de que se ha hecho mérito, de acuerdo con los artículos 9 y 10 de la Ley de Hábeas Corpus, por ser ilegítimo el apremio corporal decretado contra el recurrente por el Juez de Trabajo de Alajuela, toda vez que la medida restrictiva de la libertad acordada no se apoya en una ley que la autorice de modo claro e indudable. El artículo 576 del Código de Trabajo, ciertamente autoriza el cobro, por la vía de apremio corporal, de toda clase de salario; pero esa disposición no puede aplicarse por analogía al caso de autos, que se contrae al pago de parte de un patrón del importe del preaviso y del auxilio de cesantía, que no constituyen un salario, es decir, la remuneración de un servicio prestado, sino la indemnización por un despido sin justa causa, que viene a ser el incumplimiento de un contrato de trabajo, a que se refiere el artículo 34 de dicho Código. La diferencia legal entre el concepto de salario propiamente dicho y el importe de preaviso y de auxilio de cesantía, que puede determinar claramente según los artículos 30 y 172 del Código de Trabajo, cuyos textos dan reglas diferentes para el embargo, según se trate de preaviso, de auxilio de cesantía o de salario propiamente rico. Con lo cual se afirma el criterio de que el apremio corporal establecido para el cobro de toda clase de salario, sólo podría aplicarse al cobro del importe del preaviso y del auxilio de cesantía por una interpretación extensiva de la ley, que resultaría contraria a los preceptos de la hermenéutica legal, puesto que las disposiciones que afectan la libertad individual son de interpretación restricta y no deben aplicarse por motivo de analogía, ni por paridad o mayoría de razón, a casos no comprendidos claramente en sus normas, máxime si el Código aludido contiene en su citado artículo 34 la regla general de que la falta de cumplimiento del contrato de trabajo sólo obliga a aquellos que en ella incurran a la responsabilidad económica respectiva, sin que en ningún caso pueda hacerse coacción contra las personas.
